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SENTENCIA 
 
En San Juan, Puerto Rico, a 22 de junio de 2022.  

 

Comparece ante este Tribunal de Apelaciones, mediante un 

recurso de revisión de decisión administrativa, la parte recurrente, 

Ricardo López Sánchez HCN UTO AUTOMOBILE. (en adelante, señor 

López Sánchez o parte recurrente). Nos solicita que dejemos sin 

efecto la Resolución emitida y notificada el 30 de septiembre de 2021, 

por el Departamento de Asuntos del Consumidor (en adelante, 

DACo).1 

Mediante del aludido dictamen, el DACo declaró Ha Lugar la 

Querella Núm. SAN-2020-0006185 presentada por la parte 

recurrida, Deborah Colón Maisonet y Francisco Ortiz Olivo (en 

adelante, parte recurrida) y le ordenó a la parte recurrente que 

indemnizara en daños y perjuicios a la parte recurrida por la pérdida 

 
1 Véase, págs. 11-21 del Apéndice del Recurso de Revisión Judicial. 
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del uso del vehículo, pérdida de la llave, el costo de restituir el 

vehículo a su estado original, más una cuantía por concepto de 

honorarios de abogados.2  

Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

confirma la Resolución recurrida. 

I 

Conforme surge del expediente, la controversia que nos atañe 

tiene su génesis con la presentación de la Querella el 27 de diciembre 

de 2019 ante el Departamento de Asuntos al Consumidor sobre 

Talleres de Automóviles por los querellantes Deborah Colón 

Maisonet, Francisco Ortiz Olivo y la Sociedad Legal de Gananciales 

compuesta entre sí.  En síntesis, alegaron que, el coquerellante 

señor Ortiz Olivo, contrató el 30 de mayo de 2019 los servicios de 

técnico automotriz al recurrente, cuyo taller de mecánica es 

conocido como UTO AUTOMOBILE. Dicho servicio consistía en la 

reparación de un pequeño salidero o “liqueo de agua”, proveniente 

de la bomba de agua del vehículo. Sin embargo, arguyeron que, 

eventualmente, el vehículo en cuestión fue entregado destrozado en 

cuanto a componentes del motor. Asimismo, sostuvieron que el 

automóvil no funcionaba e incluso, no se les entregó la llave de este. 

Consecuentemente, no habían podido hacer uso del vehículo desde 

el 30 de mayo de 2019. 

Por su parte, el 12 de febrero de 2021, la parte querellada 

presentó su Contestación a Querella. En particular, negó las 

alegaciones en su contra, opuso defensas afirmativas, y sostuvo que 

los trabajos llevados a cabo por el recurrente fueron realizados 

“perfecta y eficientemente”.  Así las cosas y según el procedimiento 

administrativo, el 25 de agosto de 2020, el auto en controversia fue 

objeto de una inspección a cargo del Técnico de Investigación del 

 
2 Véase, págs. 1-5 del Apéndice en el Recurso de Revisión Judicial. 
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DACo, el Sr. José Torrón Martínez. En síntesis, del aludido informe 

se desprende que no se pudo inspeccionar el vehículo de motor y no 

hubo cooperación de parte del querellado para llevar a cabo la 

evaluación.  A su vez, se celebraron cuatro vistas administrativas en 

sus méritos.  

A tales efectos, el 30 de septiembre de 2021, el DACo emitió y 

notificó la Resolución y conforme a la prueba presentada, 

aquilatada, admitida y de la totalidad del expediente administrativo, 

llegó a las siguientes determinaciones de hechos: 

1. La parte querellante del presente caso está 
compuesta por Francisco Ortiz Olivo y Deborah 

Colón Maisonet, empleados públicos, casados 
entre sí, y residentes en la actualidad, y al 

momento de los hechos, en la Urbanización Santa 
Mónica, en Bayamón, Puerto Rico. 

 

2. La parte querellada Ricardo López Sánchez h/n/c 
UTO Automobile es un mecánico de vehículos de 
motor, cuya licencia de técnico automotriz, 

expedida por la Junta de Técnicos Automotrices del 
Departamento de Estado, está vencida desde el año 

2013. Su taller está localizado en la Urbanización 
Santa Mónica, en Bayamón, Puerto Rico. 

 

3. La coquerellante Deborah Colón Maisonet es la 
dueña registral de un vehículo de motor marca 
BMW, modelo 5251, año 2001, con número de 

tablilla EGJ733, que es de su uso diario. 
 

4. El 30 de mayo de 2019, el coquerellante Francisco 
Ortiz Olivo llevó el vehículo BMW antes descrito, al 
taller del querellado Ricardo López Sánchez, 

porque tenía un liqueo de agua. 
 

5. Antes del 30 de mayo de 2019, el vehículo de la 
parte querellante estaba funcionando bien con 
excepción del liqueo y el mecanismo del bonete, 

que estaba dañado. 
 
6. Ese mismo día, el querellado Ricardo López 

Sánchez le entregó al coquerellante Francisco Ortiz 
Olivo la cotización relacionada con el arreglo del 

liqueo de agua, reemplazo de correa del motor, 
correa del aire acondicionado, filtro de gasolina y 
"shock absorber del bonete", por un costo estimado 

de $1,275.62. El número de la cotización es 4157. 
(Exhibit IV). 

 
7. El coquerellante autorizó la reparación por el costo 

antes señalado y le pagó al querellado la suma de 

$860.00 para comenzar los trabajos. La garantía 
era de noventa (90) días en piezas. 
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8. Días después, el querellado Ricardo López Sánchez 
llamó al querellante para decir que él ya había 

cambiado el mecanismo del bonete y de los “shock 
absorbers” del bonete. 

 
9. Con fecha del 28 de junio de 2019, el querellado 

Ricardo López Sánchez le entregó al coquerellante 

Francisco Ortiz una segunda factura, que incluía 
el cable del bonete, a un costo de $189.96, y 
aumentaba el costo total de la factura a $1,546.17. 

(Exhibit Ill). 
 

10. Al día siguiente, 29 de junio de 2019, el querellado 
Ricardo López le entregó otra factura al 
coquerellante Francisco Ortiz Olivo, por la suma de 

$1,738.59. (Exhibit II), que añadió cambios de 
aceite y filtro, cadena de tiempo, “cover” de la junta, 

bobina de la ignición, bujías y abrazaderas entre 
otros. Las tareas descritas en esta factura no 
fueron autorizadas por escrito por el querellante. 

 
11. El querellado no le entregaba el carro reparado, por 

lo que los querellantes se comunicaban 

constantemente con éste, para conocer el estatus 
de la reparación inicial. El 22 de julio de 2019, el 

querellante se presentó alterado al taller del 
querellado, ya que el auto llevaba dos meses en el 
taller, y éste les había indicado que estaba casi 

reparado y que lo que faltaba era una pieza que 
había ordenado fuera de PR. El querellado no les 
entregó el vehículo reparado ese día. 

 
12. El querellante llamó a la Policía, y aunque los 

oficiales llegaron a los predios del taller querellado, 
no hubo ninguna intervención con el querellado. 

 

13. Días después, al llegar a su residencia, a eso de las 
8:00 de la noche, los querellantes encontraron el 

vehículo BMW, con una nota y una factura por 
$140.40 (Exhibit I), estacionado frente a su casa, 
fuera de la marquesina El carro estaba abierto, 

pero las llaves no estaban dentro del mismo. 
 
14. Ni el querellado Ricardo López Sánchez, ni ningún 

empleado de éste, le informaron a la parte 
querellante que iban a dejar el carro frente a su 

casa. Tampoco le informaron a la parte querellante 
dónde iban a dejar la llave, ni le explicaron los 
trabajos que se hicieron en el carro. Los 

querellantes desconocen quién dejó el auto en su 
casa. 

 
15. El coquerellante Francisco Ortiz se comunicó con 

el querellado Ricardo López Sánchez para 

preguntar por las llaves y éste le indicó que estaban 
dentro del vehículo. La parte querellante no 
encontró las llaves y al día de la vista 

administrativa, no tenían aún las llaves del 
vehículo. 
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17. El carro no se ha movido desde julio de 2019 y al 
presente, se encuentra en el mismo lugar en el que 

los querellantes lo encontraron en esa fecha. Los 
querellantes no lo pueden encender y se han visto 

privados del uso de su vehículo desde el 2019 hasta 
el presente, porque no tienen la llave y no han 
podido conseguir una llave sustituta.3 

 
18. Ante esta situación, el 27 de diciembre de 2019, la 

parte querellante radicó la querella. 

 
19. El 21 de febrero de 2020, el Departamento citó a 

las partes a una inspección del carro para el 8 de 
abril de 2020, pero debido al cierre con motivo de 
la pandemia del Covid-19, no fue hasta el 25 de 

agosto de 2020, que se llevó a cabo la misma, a la 
que fueron citadas todas las partes. 

 
20.  A tenor con el informe del Sr. José Torrón Martínez, 

técnico automotriz de DACO que llevó a cabo la 

inspección de la unidad, en síntesis, se expresa lo 
siguiente:  

 

“Le solicité que me acompañara hacer la inspección 
del vehículo en la residencia del querellante, ya que 

era cerca. El querellado me explicó que la cita del 
DACO es en su taller y él no va a salir porque está 
trabajando. Le exhorté que fuera conmigo para 

poder ver el auto y entrevistarlo en cual fue el 
trabajo realizado, pero me dijo que hiciera mi 
trabajo y determinación porque el reparó el auto 

bien. Me retiré del querellado para llegar a dónde 
estaba el auto y el querellante se fue a pie. Me 

sorprendió la distancia que había al menos un 
cuarto de milla de distancia entre el querellado y el 
querellante. El vehículo estaba en la entrada del 

garaje de la residencia bajo sol y sereno con será 
(sic) clasificada en la pintura de la carrocería. El 

auto aparentaba llevar tiempo parado sin mover. 
Solicité abrir el bonete y observé que el motor 
llevaba tiempo sin prender porque tenía hasta tela 

de arañas. Verifiqué la varilla del aceite del motor 
y estaba a nivel operacional, nuevo y sin mezcla de 
agua con aceite. Solicité al querellante prender el 

motor y él me explica que no tiene las llaves del 
auto, porque el querellado trajo el auto a la entrada 

de su residencia y no tiene las llaves. Me vi 
imposibilitado de hacer la evaluación del motor y 
encuentro también que no hubo la mejor 

cooperación con este Inspector para aligerar el 
proceso”. 

 
21. El técnico de DACO declaró durante la vista, que 

no pudo realizar la inspección, porque no había 

llaves y que el querellado le indicó que no iba a 
llegar hasta dónde estaba el auto, porque tenía 
mucho trabajo. El técnico fue hasta la casa de los 

querellantes y abrió el bonete del carro, pero no 

 
3 Por error o inadvertencia, en la Resolución recurrida no surge una determinación 

de hecho número 16. 
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pudo hacer la inspección. Explicó que cuando 
hablaba de que no hubo la mejor cooperación, se 

refería al querellado. 
 

22. El perito de los querellantes, Salvador López 
Cardec, indicó que la reparación no estaba dentro 
de las mejores prácticas de la mecánica automotriz, 

aunque no puede establecer qué tenía el carro 
antes de llevarlo al querellado. Explicó que se 
intervinieron con piezas que no tenían nada que ver 

con la bomba de agua. El perito indica que el 
vehículo tiene varias piezas sueltas, y si llegara a 

encenderse, va a romper el abanico del radiador y 
el motor puede sufrir calentamiento. Su 
recomendación es que este motor se sustituya o se 

verifiquen todos los componentes que el mecánico 
reparó. Concluye que el costo de reparación excede 

los $3,200.00. 
 
23. A tenor con el Informe del perito de la parte 

querellante, que no fue contradicho por otra 
prueba pericial, al conectar el escáner para 
verificar los fallos, luego de haber inducido 

corriente a través de la caja de fusibles, éste 
demostró que tiene fallo en los cinco (5) cilindros, 

indicativo de un mal trabajo realizado en la unidad. 
Se entiende que, para reparar la bomba de agua, 
no hay que desmontar la tapa del bloque ni sus 

“cover”, ni bujías, ni las bobinas. 
 
24. El querellado no le entregó a la parte querellante 

recibo de compra ni, evidencia de las piezas nuevas 
y/o reemplazadas. Los querellantes sólo han 

pagado $850.00 dólares de la factura total. 
 

En suma, la agencia recurrida concluyó que la prueba 

desfilada y adjudicada probó que la parte querellante cumplió con 

su obligación de pagar el depósito que le fue solicitado para la 

reparación del liqueo de agua en el carro.  Razonó que, la prueba 

pericial de la parte querellante demostró que hubo indicios de un 

trabajo mal realizado, mientras que la parte querellada no presentó 

prueba fehaciente de que otra persona hubiese intervenido con el 

vehículo en días cercanos o posteriores a fecha en que el querellado 

lo hizo.  

Asimismo, el foro administrativo determinó que el querellado 

incumplió con su obligación al no entregar la unidad personalmente. 

De tal forma, no ejerció la diligencia que se exige conforme a los usos 

profesionales de un técnico automotriz y como consecuencia, 
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provocó daños a la parte querellante, los cuales resultaron en 

pérdida de las llaves del auto. Por último, concluyó que, en virtud 

del contrato de depósito que se constituyó entre las partes, al dejarle 

el querellante el vehículo para reparación, el querellado es 

responsable de esos daños.  

Por consiguiente, declaró Ha Lugar la Querella y ordenó a la 

parte querellada, Ricardo López Sánchez HNC UTO Automobile, 

compensar a la parte querellante por la suma de $3,200.00, más 

$1,000.00 mil dólares por concepto de honorarios. 

Inconforme con la decisión, el 20 de octubre de 2021, 

compareció el querellado, por conducto de su representación legal 

ante el DACo mediante escrito intitulado, Moción de Reconsideración 

y Determinaciones de Hechos Adicionales de Hecho y Derecho.4 En 

síntesis, sostuvo que la Resolución emitida por el foro administrativo 

era errada, injusta e improcedente en derecho y violaba el debido 

proceso de ley del querellado, debido a que la parte querellante 

mediante testimonio mendaz y rayando en lo fraudulento, llevó a 

cabo un engaño al foro y a raíz de ese engaño, la Honorable Jueza 

Administrativa erró en su adjudicación.  

Así pues, el 1 de noviembre de 2021, el DACo declaró No Ha 

Lugar a la Moción de Reconsideración y de Determinaciones 

Adicionales de Hecho y de Derecho, notificada el 2 de noviembre de 

2021.5 Al respecto, determinó que, las alegaciones de la parte 

querellada, no la movían a modificar o dejar sin efecto la Resolución, 

emitir Determinaciones Adicionales de Hecho, ni a expedir la orden 

solicitada. El DACo concluyó que, la parte querellada pretendió 

imponer responsabilidad a la parte querellante por la pérdida de las 

llaves. Sin embargo, la pérdida obedeció exclusivamente a la 

negligencia de la parte querellada por abandonar el auto frente a la 

 
4 Véase, págs. 28-47 del Apéndice en el Recurso de Revisión Judicial. 
5 Véase, págs. 49-50 del Apéndice en el Recurso de Revisión Judicial. 
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residencia de los querellantes sin haberle notificado previamente. 

También señaló que, el testimonio del querellado tampoco merecía 

credibilidad, toda vez que, alegó dejar el vehículo frente a la 

residencia de los querellantes y se quedó aguardando escondido a 

cierta distancia desde dónde pudo observar que los querellantes 

encendieron el auto.  

De igual forma, la prueba desfilada y creída no demostró que 

el querellado dejó las llaves del vehículo de los querellantes en el 

interior del automóvil.  Independientemente de lo anterior, reiteró 

que el querellado no ejerció la diligencia que se exige, conforme a los 

usos profesionales de un técnico automotriz.  Asimismo, concluyó 

que, todas las actuaciones del querellado quedaron evidenciadas 

como violaciones a diversas disposiciones legales descritas en la 

Resolución. También, determinó que, la alegación de que el liqueo de 

agua era consecuencia de falta de mantenimiento del 

manufacturero, no formó parte de la prueba. En ese sentido, no se 

podía tomar en consideración, debido a que la Resolución emitida 

tenía que estar basada en la prueba testifical y documental 

presentada y admitida. Por último, la parte querellada objetó las 

conclusiones del perito de la parte querellante. Sin embargo, se le 

adjudicó credibilidad y no fue contradicha por otra prueba pericial. 

De esta manera, el foro administrativo dejó en pleno vigor la 

Resolución emitida y notificada.  

Inconforme, la parte querellada, acudió ante este foro 

intermedio y señaló la comisión de los siguientes errores: 

A. Erró el DACo al declarar con lugar la Querella 

cuando adjudicó el caso contrario a la prueba 
desfilada. 

 
B. Erró el DACo al imponer a la parte querellada el 

pagar honorarios de abogado, siendo esto 

improcedente en derecho y exagerado, 
constituyendo un abuso de la discreción del 
juzgador. 
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C. Erró el DACo al no hacer determinaciones 
adicionales de hecho y de derecho solicitadas 

correcta y oportunamente. 
 

Antes de dilucidar estos señalamientos, conviene delimitar 

brevemente el trasfondo normativo aplicable al caso ante nos.  

II 
 

A. Estándar de Revisión Judicial de Determinaciones 
Administrativas 

Según es sabido, los tribunales apelativos debemos otorgar 

amplia deferencia a las decisiones emitidas por las agencias 

administrativas, puesto que, estas cuentan con vasta experiencia y 

pericia para atender aquellos asuntos que se les han sido delegados 

por la Asamblea Legislativa.  Graciani Rodríguez v. Garaje Isla Verde, 

202 DPR 117, 126 (2019); Rolón Martínez v. Supte. Policía, 201 DPR 

26,35 (2018); Torres Rivera v. Policía de PR, 196 DPR 606, 626 

(2016); Asoc. Fcias. v. Caribe Specialty et al. II, 179 DPR 923, 940 

(2010).  De manera que, tales determinaciones suponen una 

presunción de legalidad y corrección, que a los tribunales nos 

corresponde respetar, mientras la parte que las impugne no 

presente prueba suficiente para derrotarlas. Íd.; Batista, Nobbe v. 

Jta. Directores, 185 DPR 206, 216 (2012).  El criterio rector bajo el 

cual los tribunales deben revisar las decisiones administrativas es 

el criterio de razonabilidad.  Graciani Rodríguez v. Garaje Isla Verde, 

supra, pág. 127; Torres Rivera v. Policía de PR, supra, pág. 626.  Bajo 

este criterio, se limita la revisión judicial a dirimir si la agencia actuó 

de forma arbitraria o ilegal, o de manera tan irrazonable que su 

actuación constituya un abuso de discreción.  Íd.; Graciani 

Rodríguez v. Garaje Isla Verde, supra, pág. 127; Rolón Martínez v. 

Supte. Policía, supra, pág. 36; Batista, Nobbe v. Jta. Directores, pág. 

216.  

Bajo este supuesto, la Sec. 4.5 de la Ley Núm. 38 del 30 de 

junio de 2017, 3 LPRA sec. 9675, conocida como la Ley de 
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Procedimiento Administrativo Uniforme del Gobierno de Puerto Rico 

(LPAU), “estableció el marco de revisión judicial de las agencias 

administrativas”. Rolón Martínez v. Supte. Policía, supra, pág. 35.  La 

intervención del tribunal se limita a tres áreas, a saber: (1) si el 

remedio concedido por la agencia fue apropiado; (2) si las 

determinaciones de hecho que realizó la agencia están sostenidas 

por evidencia sustancial que obra en el expediente administrativo 

visto en su totalidad, y (3) si las conclusiones de derecho del ente 

administrativo fueron correctas. Íd. págs. 35-36; Torres Rivera v. 

Policía de PR, supra, págs. 626-627; Nobbe v. Jta. Directores, supra, 

pág. 217; Sec. 4.5 de la LPAU, supra.  Nuestro Máximo Foro, ha 

expresado que, esta intervención “debe ocurrir cuando la decisión 

administrativa no se fundamente en evidencia sustancial o cuando 

la agencia se equivoque en la aplicación de la ley”.  Rolón Martínez 

v. Supte. Policía, supra, pág. 36.  Siendo así, aquellas 

determinaciones de hechos formuladas por el ente administrativo 

deberán sostenerse cuando estén basadas en evidencia sustancial 

que surja del expediente administrativo considerado en su totalidad. 

Íd. Sin embargo, las determinaciones de derecho pueden ser 

revisadas en su totalidad. Íd.; Torres Rivera v. Policía de PR, supra, 

pág. 627; Sec. 4.5 de la LPAU, supra.  No obstante, los tribunales 

deberán darles peso y deferencia a las interpretaciones que la 

agencia realice de aquellas leyes particulares que administra. Rolón 

Martínez v. Supte. Policía, supra, págs. 36-37; Torres Rivera v. Policía 

de PR, supra, pág. 627.  El Tribunal Supremo ha dispuesto que, la 

deferencia que le deben los tribunales a la interpretación que haga 

el ente administrativo sobre aquellas leyes y reglamentos que le 

corresponde poner en vigor, cede si la agencia: “(1) erró al aplicar la 

ley; (2) actuó arbitraria, irrazonable o ilegalmente, o (3) lesionó 

derechos constitucionales fundamentales.   Íd. págs. 627-628. 
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B. Peso de la Prueba al Impugnar Decisiones Administrativas 
en los Tribunales 

  

Ciertamente, las determinaciones de hecho de los organismos 

y las agencias administrativas tienen a su favor una presunción de 

regularidad y corrección. Por tanto, la misma debe ser respetada a 

menos que quien las impugne produzca suficiente evidencia para 

derrotarla. Otero v. Toyota, 163 DPR 716 (2005); A.R.P.E. v. J.A.C.L., 

124 DPR 858, 864 (1989); Henríquez v. Consejo Educación Superior, 

120 DPR 194, 210 (1987). En otras palabras, quien las impugne 

tiene el deber insoslayable, para prevalecer, de presentar ante el foro 

adjudicativo la evidencia necesaria que permita descartar la 

presunción de corrección de la determinación administrativa. De tal 

forma, el peso de la prueba descansa sobre la parte que impugna la 

determinación administrativa. Com. Vec. Pro-Mej., Inc. v. J.P., 147 

DPR 750, 761 (1999). 

  No obstante, para poder satisfacer el requisito probatorio 

deberá “demostrar que existe otra prueba en el expediente que 

reduzca o menoscabe el valor probatorio de la evidencia impugnada, 

hasta el punto de que no se pueda concluir que la determinación de 

la agencia fue razonable de acuerdo con la totalidad de la prueba 

[presentada] que tuvo ante su consideración”. Otero v. Toyota, 

supra, pág. 728. En ausencia de tal prueba, las determinaciones de 

hecho de la agencia deben ser sostenidas. Domínguez v. Caguas 

Expressway Motors, 148 DPR 387, 398 (1999). 

C. Honorarios de Abogado 

La Regla 44.1(d) de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. III (ed. 

2001), (Regla 44.1(d) de Procedimiento Civil),6 establece que en la 

eventualidad de que una parte haya procedido con temeridad o 

frivolidad durante el trámite judicial, el tribunal sentenciador deberá 

imponerle el pago de una suma por honorarios de abogado que el 

 
6 Véase el esc. 1. 

http://www.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2006194271&pubNum=2995&originatingDoc=Icafa27556bc311dea82ab9f4ee295c21&refType=RP&originationContext=document&vr=3.0&rs=cblt1.0&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Default)
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juzgador entienda correspondan a tal conducta.  Andamios de P.R. 

v. Newport Bonding, 179 DPR 503, 519-520 (2010).  Meléndez Vega 

v. El Vocero de PR, 189 DPR 123, 211 (2013). 

Por lo tanto, si en la discreción del [juzgador] se determina que 

hubo temeridad de acuerdo con la Regla 44.1(d) de Procedimiento 

Civil, supra, es mandatorio imponer honorarios.  P.R. Oil v. Dayco, 

164 DPR 486, 511 (2005); Blás v. Hosp. Guadalupe, 146 DPR 267, 

334 (1998) (citando a Fernández v. San Juan Cement Co., Inc., 118 

DPR 713, 717-719 (1987)).  Sólo se intervendrá con dicha 

determinación si media un claro abuso de esa discreción.  Andamios 

de P.R. v. Newport Bonding, supra, pág. 520; S.L.G. Flores-Jiménez 

v. Colberg, 173 DPR 843, 866 (2008); P.R. Oil v. Dayco, supra, pág. 

511. Meléndez Vega v. El Vocero de PR, supra, pág. 211. 

Para cuantificar los honorarios que deben imponerse 

conforme nuestro ordenamiento –a diferencia del método adoptado 

en el foro federal, que equipara la cuantía de honorarios concedidos 

a los que efectivamente pagó la parte victoriosa a su representante 

legal– nuestra Regla 44.1(d) de Procedimiento Civil, supra, exige que 

se “le imponga a [la] parte [temeraria], como sanción, una suma de 

dinero por concepto de honorarios que corresponda a esa conducta 

temeraria o frívola observada por ella; esto es, al grado, o intensidad, 

de tal conducta”. (Énfasis suprimido). Corpak, Art Printing v. Ramallo 

Brothers, 125 DPR 724, 738 (1990). Meléndez Vega v. El Vocero de 

PR, supra, págs. 211-212. 

Por otra parte, nuestra Máxima Curia ha expresado que el 

concepto de temeridad es amplio.  Blás v. Hosp. Guadalupe, supra, 

págs. 334-335.  La conducta temeraria se ha descrito como aquella 

que “prolonga innecesariamente o que obliga que la otra parte 

incurra en gestiones evitables”, –Marrero Rosado v. Marrero Rosado, 

178 DPR 476, 504 (2010) (citando a Elba A.B.M. v. U.P.R., 125 DPR 

294, 329 (1990))– así como “ ‘una actitud que se proyecta sobre el 

javascript:citeSearch('189DPR123',%20'MJPR_DPR')
javascript:citeSearch('146DPR267',%20'MJPR_DPR')
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procedimiento y que afecta el buen funcionamiento y la 

administración de la justicia’ ”, P.R. Oil v. Dayco, supra, págs. 510-

511.  Véase, además, S.L.G. Flores-Jiménez v. Colberg, supra, pág. 

866; Domínguez v. GA Life, 157 DPR 690, 706 (2002); Blás v. Hosp. 

Guadalupe, supra, págs. 334-337. Meléndez Vega v. El Vocero de PR, 

supra, pág. 212.  

En ese sentido, el propósito principal de autorizar la 

imposición de honorarios de abogado en casos de temeridad, es la 

de establecer una penalidad a un litigante perdidoso que por su 

terquedad, obstinación, contumacia e insistencia en una actitud 

desprovista de fundamentos, obliga a la otra parte, 

innecesariamente, a asumir las molestias, gastos, trabajo e 

inconveniencias de un pleito, Fernández v. San Juan  Cement Co., 

118 DPR 713, 719 (1987) (citando a Soto v. Lugo, 76 DPR 444 

(1954)). De igual forma, se ha reconocido que  la acción que amerita 

la condena de honorarios de abogado es cualquiera que  haga 

necesario un pleito que se pudo evitar, McCormick v. Vallés, 55 

D.P.R. 226, 233 (1930); que lo prolongue innecesariamente, Stella 

v. Bonilla, supra; Ortiz v. Viera, 59 DPR 358 (1941), o que produzca 

la necesidad de que otra parte incurra en gestiones evitables, San 

Antonio v. Jiménez & Fernández, Sucs., 63 DPR 215, 220 (1944). 

Asimismo, se han identificado algunos ejemplos sobre la 

temeridad, tales como: (1) se contesta la demanda y totalmente se 

niega la responsabilidad, aun cuando se acepte posteriormente, (2) 

cuando se defienda injustificadamente de la reclamación, (3) no se 

admite la responsabilidad parcial, siendo la única razón para 

oponerse a la demanda el creer que es exagerada la cuantía o, (4) 

litiga un caso donde se desprende la negligencia prima facie. 

Fernández v. San Juan Cement Co., 118 DPR 713, 719 (1987). 

De igual manera, existe la posibilidad de que, en la evaluación 

de existencia de temeridad, se considere la conducta desplegada por 
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la parte antes de presentarse la acción judicial y antes de ser 

emplazada la parte demandada. Raoca Plumbing v. Trans World, 114 

DPR 464, 467 (1983).  

Por el contrario, en innumerables ocasiones el Tribunal 

Supremo de Puerto Rico ha señalado, sin embargo, que “[l]a 

temeridad es improcedente en aquellos litigios que envuelven 

planteamientos complejos y novedosos aun no resueltos en nuestra 

jurisdicción”, así como “cuando la parte concernida responde a lo 

que resulta ser una apreciación errónea del derecho” o una 

“desavenencia honesta” en cuanto a la aplicación del Derecho, 

especialmente cuando no existan precedentes vinculantes.  Maderas 

Tratadas v. Sun Alliance et al., 185 DPR 880 (2012), citando a 

Santiago v. Sup. Grande, 166 DPR 796, 821 (2006), y a Oliveras, Inc. 

v. Universal Ins. Co., 141 DPR 900, 936 (1996); Santos Bermúdez v. 

Texaco P. R., Inc., 123 DPR 351 (1989). 

Como sabemos, los foros revisores debemos concederle 

deferencia judicial a las sanciones administrativas. Sobre este 

particular, nuestro Alto Foro ha señalado que, una ley puede 

conceder capacidad a las agencias administrativas para imponer 

sanciones, penalidades o multas. No obstante, una vez concedida 

esa facultad dicho ejercicio debe regirse por criterios de 

razonabilidad. Nadal Arcelay v. Departamento de Recursos 

Naturales, 150 DPR 715 (2000). Se reconoce que la agencia por su 

experiencia y especialización se encuentra en mejor posición de 

conocer los efectos de una violación a los intereses protegidos. De 

esta forma, se garantiza la uniformidad y coherencia en la 

imposición de las sanciones.   

En ese sentido, la revisión judicial no tiene la consecuencia de 

que los tribunales puedan pasar juicio sobre la selección de las 

medidas adoptadas por la agencia administrativa en el descargo de 

sus funciones delegadas. De igual manera, esa valoración no debe 
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ir encaminada a determinar si la sanción impuesta guarda 

proporción con la conducta sancionada. Ahora bien, la revisión 

judicial deberá limitarse a impedir que las agencias procedan de 

forma ilegal, arbitraria, en exceso de lo permitido por ley o en 

ausencia de evidencia sustancial que justifique la medida impuesta, 

de modo que se evidencie una actuación caprichosa o en abuso de 

discreción por parte de la agencia. Com. Seg. P.R. v. Antilles Ins. Co., 

145 DPR 226, 233-234 (1998). 

Esbozada la norma jurídica, procedemos a aplicarla al recurso 

ante nuestra reconsideración. 

III  

 En su primer señalamiento de error, la parte recurrente 

sostiene que, el foro administrativo recurrido incidió al declarar con 

lugar la querella cuando adjudicó el caso contrario a la prueba. A 

su vez, en su tercer señalamiento, arguye que, el DACo erró al no 

hacer determinaciones adicionales de hecho y de derecho solicitadas 

correcta y oportunamente. Procedemos a discutir simultáneamente 

los errores antes mencionados por estar íntimamente relacionados. 

Luego de un examen del expediente administrativo en su totalidad, 

incluyendo la prueba documental, así como las transcripciones de 

los testimonios que nos conciernen, concluimos que no le asiste la 

razón. Veamos. 

 Según reseñado en el tracto procesal, el señor López Sánchez 

HNC como UTO Automobile ofreció unos servicios de mecánica de 

auto a la parte recurrida. Inconforme con los servicios, la parte 

recurrida presentó una querella ante el DACo. Dicha agencia 

administrativa, a la luz de la prueba presentada, admitida y 

aquilatada, entendió probados unos hechos y llegó a sus 

conclusiones de derecho.  En síntesis, determinó que el recurrente 

incumplió con el contrato de servicios al brindar los mismos 

negligentemente. Resolvió, además, que dicha prestación de 
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servicios de forma negligente, le ocasionaron daños a la parte 

recurrida. 

 La parte recurrente sostiene que las determinaciones de 

hechos a las que arribó la agencia son erradas y que fueron tomadas 

a raíz de testimonios mendaces, errados y fraudulentos por la parte 

querellante y su perito. En ese sentido, plantea que, el DACo incidió 

en cuanto a la determinación sobre la indemnización en daños y 

perjuicios a la parte querellante por la pérdida de uso del vehículo, 

consignadas en las determinaciones de hechos 3 y 5, en la que 

concluyó que el vehículo en cuestión era de uso diario.  Sin embargo, 

aduce que, el foro recurrido basó su determinación al darle 

credibilidad a la parte querellante. No obstante, se desprende del 

testimonio de los recurridos que, en un sinnúmero de ocasiones, 

estos declararon que el auto solamente presentaba un liqueo de 

agua antes de llevarlo al taller y que, por tanto, se utilizaba 

diariamente.7  

 Por su parte, el recurrente pretende impugnar la 

determinación sobre el buen funcionamiento del auto, alegando que 

el vehículo tenía un mantenimiento inadecuado. Sin embargo, el 

recurrente omitió presentar prueba sobre el alegado mal 

mantenimiento. Es sabido que la prueba que no es desfilada y 

admitida no puede ser utilizada para efectos de adjudicación.  

Asimismo, el recurrente arguye en su alegato que, el perito de 

la parte querellante, el señor López Cardec, verbalizó que el auto 

había llegado al taller en grúa. Empero, de la trascripción de la 

prueba oral se desprende que, cuando los recurridos llevaron el 

vehículo al taller, el mismo se encontraba en uso.8 Además, del 

 
7 Véase Exhibit 1, págs. 17, 24, 33-34, 46, 48 del Alegato Suplementario.  
8 Véase Exhibit 1, pág. 205, del Alegato Suplementario.  

Señor López Cardec: Ah, no, sí, ese, al principio que ellos llevaron el vehículo que 
lo estaban utilizando, pero que ella entendía que le iban a sacar un poquito de 

tiempo para llevarlo a corregirle el, el liqueo que tenía, porque el vehículo le 

consumía un poco de coolant, en el día posterior, un inmediatamente. 
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testimonio del recurrente se desprende que él desconocía en las 

condiciones en que había llegado el auto al taller. Añadió que, al 

salir del taller se percató de que el auto estaba alineado frente al 

mismo y que no lo encendieron al momento de la entrega. En ese 

sentido, el recurrente alega que asumió la tarea de diagnosticar el 

auto y eventualmente, se comunicaría con los titulares para 

informar lo identificado.9 

 A su vez, el recurrente en su alegato señaló que, el testimonio 

del perito López Cardec no es correcto técnicamente, es especulativo 

y no tiene el rigor de unas conclusiones científicas basadas en los 

criterios que definen el testimonio pericial. Al respecto, añadió que, 

su testimonio no fue informado, no estuvo basado en prueba alguna, 

sino que fue un mero especulador para acomodar su testimonio a 

los objetivos de sus clientes. Contrario a lo argüido por el recurrente, 

del testimonio del perito y de su informe, se desprenden 

detalladamente las observaciones sobre el auto en cuestión. En 

específico, declaró que: “Durante la inspección yo pude observar, 

que el vehículo habían intervenido mecánicamente, en las áreas, en 

la comparativa según el estimado que yo tenía en la mano, de los 

trabajos realizados a la unidad”.10 

Este añade que, en su evaluación según el estimado, verificó 

si las piezas las habían trabajado o las habían intervenido en el 

vehículo. Asimismo, afirmó que sí las habían intervenido.11  Es decir, 

sostuvo que los trabajos se habían realizado, pero “la manera no era 

la más correcta, ya que tenían muchos componentes de estos que 

se encontraban sueltos o desmontados”.12 

  En ese sentido, mediante la inspección pudo identificar que: 

“[l]uego de ahí que observo, las piezas que se habían intervenido 

 
9 Véase Exhibit 1, pág. 366, del Alegato Suplementario.  
10 Véase Exhibit 1, Alegato Suplementario, pág. 117. 
11 Véase Exhibit 1, Alegato Suplementario, pág. 118. 
12 Véase Exhibit 1, Alegato Suplementario, pág. 119. 
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para llegar a trabajar con la bomba del agua. Cuando veo, me llama 

mucho la atención, cuando voy a ver el radiador, el radiador, yo lo 

toco, lo estarteo y se mueve, el se oxila y veo que le faltan tornillos”.13 

Cabe destacar que del expediente, ni de la Transcripción de la 

Prueba Oral, surge objeción alguna al informe del perito automotriz 

y mucho menos, se presentó evidencia pericial que estableciera que 

el auto se encontraba en malas condiciones antes de ser intervenido 

por el señor López Sánchez o que el mismo pudo haber sido 

intervenido posteriormente a los servicios ofrecidos por el 

recurrente.  

Por otra parte, el recurrente alegó que, los querellantes 

pretenden que se les crea que llevan dos años con un vehículo 

bloqueándole la entrada a la marquesina y que al no tener la llave, 

no pueden disfrutar de su vehículo. Le parece injusto que se le 

responsabilice por la falta de uso del vehículo por dos años. Sin 

embargo, en palabras del propio recurrente, este verbalizó: “[s]e lo 

llevamos prendido y corriendo, lo estacionamos frente de su casa, le 

puse las facturas en el bolsillo del panel de la puerta, junto con la 

llave”.14  Evidentemente, el recurrente admite haber dejado el auto 

en el hogar de los recurridos sin haber notificado previamente la 

acción a los recurridos. Alega que, la llave se extravió, y le atribuye 

la pérdida de esta a la parte recurrida. Sin embargo, coincidimos 

con la agencia recurrida en que la actuación del recurrente denotó 

negligencia e incumplimiento de su responsabilidad.  

 En cuanto al costo de llevar el vehículo a su estado original, 

la parte recurrente se reitera en que la parte querellante no desfiló 

prueba testifical ni pericial que estableciera una relación causal 

entre las reparaciones realizadas por el recurrente y los supuestos 

daños del vehículo. Asimismo, señala que, el DACo llegó a estas 

 
13 Véase Exhibit 1, Alegato Suplementario, pág. 128. 
14 Véase Exhibit 1, pág. 341, del Alegato Suplementario. 
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conclusiones sin prender el vehículo, con un solo scanner y sin 

saber que tenía el carro antes de llevarlo al taller del recurrente.   

 No obstante, a palabras del perito automotriz, este señaló que, 

los técnicos automotrices tienen la capacidad de estudiar y analizar, 

según su experiencia, con la educación contínua como también 

científicamente cómo hacerle pruebas a los vehículos sin tener la 

llave. En ese caso, el señor López Cardec verbalizó: “procedí 

entonces a entrar al sistema de fusibles del vehículo, donde lo 

alimenté con voltaje el fusible que activa el sistema de ignición, para 

que entonces el dashboard, que lo puede ver en una de las fotos”.15 

A su vez, el recurrente cuestiona la credibilidad y ejecutorias 

del perito, el señor López Cardec. Empero, de la prueba que obra en 

autos se desprende que la cualificación del perito fue estipulada e 

incluso, la representación legal no manifestó objeción alguna para 

que el perito fuera cualificado.16 

Destacamos que, la parte recurrente no logró demostrar con 

prueba fehaciente que obre en el expediente, que los servicios 

ofrecidos por el técnico automotriz fueron realizados según las 

buenas prácticas que rigen la profesión. El peso de la prueba 

descansa sobre la parte que impugna la acción agencial. En otras 

palabras, el recurrente no pudo demostrar que existía otra prueba 

distinta que redujera o menoscabara el valor probatorio de la 

evidencia impugnada o probar que la determinación de la agencia 

no estaba basada en prueba sustancial.  Por lo tanto, ante la 

inexistencia de prueba que derrote la presunción de corrección que 

gozan las decisiones de las agencias administrativas, los tribunales 

revisores estamos obligados a respetar las determinaciones de hecho 

y no debemos sustituir el criterio de la agencia por el nuestro.    

 
15 Véase Exhibit 1, pág. 130, Alegato Suplementario. 
16 Véase Exhibit 1, pág. 106, del Alegato Suplementario. 
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Evidentemente, la agencia no actuó de forma arbitraria, 

ilegalmente o de manera tan irrazonable que su actuación 

constituyera un abuso de discreción.  La parte recurrente no nos 

convence, toda vez que, la prueba documental y testifical evidencia 

que este incumplió con el contrato de servicios, cuya negligencia 

repercutió en daños a la parte recurrida.  

 Por último, en su quinto señalamiento de error, la parte 

apelante planteó que, erró el DACo al imponerle honorarios de 

abogado, lo cual arguye que es improcedente en derecho, exagerado 

y constituye un abuso de discreción de parte del foro recurrido. No 

le asiste la razón.   

Como es sabido, la imposición de honorarios de abogados 

recae en la sana discreción del foro adjudicativo y se imponen en 

caso de temeridad y frivolidad.17  La temeridad es considerada como 

aquella actitud que afecta el buen funcionamiento y la 

administración de la justicia.18  Por otra parte, se ha reconocido que 

la imposición de sanciones por las agencias administrativas gozan 

de deferencia debido a que estas por su experiencia y 

especialización, se encuentra en mejor posición de conocer los 

efectos de una violación a los intereses protegidos. 

Solamente, se intervendrá en caso de identificar un claro 

abuso de discreción de parte del foro adjudicativo. Sin embargo, 

examinado el expediente y el trámite procesal ante nuestra 

consideración, no podemos concluir que la actuación del foro 

 
17 P.R. Oil v. Dayco, 164 DPR 486, 511 (2005); Blás v. Hosp. Guadalupe, 146 DPR 

267, 334 (1998) (citando a Fernández v. San Juan Cement Co., Inc., 118 DPR 713, 
717-719 (1987)). 
18 P.R. Oil v. Dayco, supra, págs. 510-511.  Véase, además, S.L.G. Flores-Jiménez 
v. Colberg, supra, pág. 866; Domínguez v. GA Life, 157 DPR 690, 706 (2002); Blás 
v. Hosp. Guadalupe, supra, págs. 334-337. Meléndez Vega v. El Vocero de PR, 

supra, pág. 212. 
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administrativo constituyó un abuso de discreción que amerite 

nuestra intervención con la imposición de honorarios de abogado.   

En ese sentido, podemos destacar que, la conducta de la parte 

perdidosa denota temeridad. Particularmente, podemos señalar que, 

el recurrente estuvo ofreciendo servicios en su taller en violación a 

las normas y leyes que rigen la profesión en Puerto Rico. Asimismo, 

en cuanto a la conducta del recurrente en los procedimientos 

adjudicativos, la misma se ha extendido a lo largo de varios años, y 

el recurrente no ha reconocido su responsabilidad ni mucho menos, 

ha cooperado en los procesos.  Se desprende del expediente que la 

parte recurrente tardó más de un año en contestar la querella e 

incluso, no cooperó con la inspección realizada del inspector del 

DACo. Esta conducta denota temeridad y contumacia y ha 

provocado molestias y gastos a la parte recurrida por no poder 

utilizar su auto y tener que llevar un proceso que se pudo haber 

evitado. 

Consecuentemente, el error antes señalado no fue cometido 

por la agencia administrativa. 

IV 

 Por los fundamentos antes expuestos, confirmamos la 

Resolución recurrida.  

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


